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FORMULA INDICACIÓN SUSTITUTIVA AL PROYECTO DE ley que FORTALECE EL MINISTERIO PÚBLICO (Boletín N° 8265-07).
____________________________________

SANTIAGO, 30 de diciembre de 2014.-
Nº 1048-362/

Honorable Senado:

A S.E.  LA
PRESIDENTA
DEL    H.

SENADO.
En uso de mis facultades constitucionales, vengo en formular la indicación sustitutiva que más adelante se individualiza al proyecto de ley de la referencia, a fin de que sea considerada durante la discusión del mismo en el seno de esa H. Corporación:

I. ANTECEDENTES
El año 2015 se habrán cumplido 10 años desde la entrada en vigencia en todo el territorio nacional del actual sistema de justicia penal. Dicha reforma constituyó un hito en la modernización de la justicia chilena que adecuó el proceso penal a las exigencias internacionales en materia de garantías fundamentales y de las instituciones que forman parte de un  sistema de justicia criminal. Con ello no solo elevó los estándares en relación con los derechos de los imputados, sino que también consagró explícitamente los derechos de víctimas y testigos, disponiendo que la misma institución encargada de perseguir criminalmente a los autores de los delitos debía garantizar la protección tanto de quienes habían sido afectados por estos como de quienes los presenciaran. De esta manera, el respeto de los derechos fundamentales de todas las personas constituye el núcleo central del sistema de justicia procesal penal actual. 

Considerando que el sistema judicial es una pieza fundamental en el desarrollo social y una de las variables importantes para determinar los niveles de satisfacción y bienestar de una comunidad, resulta evidente que un sistema de justicia penal robusto y en sintonía con los procesos de modernización del Estado, favorece el desarrollo social, económico y democrático de un país.  La existencia de un sistema judicial penal vigoroso, con altos niveles de acceso a la justicia y de real protección de bienes jurídicos relevantes para los ciudadanos eleva la confianza pública en las instituciones y entrega tranquilidad y seguridad para que mujeres y hombres puedan desarrollarse en plenitud dentro de una sociedad.

El Ministerio Público constituye un organismo central de dicho sistema y representa el interés público en la persecución delictual. Dentro de sus funciones debe conocer e investigar todas las denuncias de delitos formuladas; dirigir las investigaciones realizadas por las policías; ejercer y sostener la acción penal en los tribunales de justicia; y, prestar la debida atención y protección a las víctimas y testigos de los delitos. Por tanto, el rol de fiscales y funcionarios del Ministerio Público es esencial y de sus competencias depende, en gran medida, la eficiencia de todo el sistema procesal penal. 

Desde la entrada en vigencia de la entonces reforma procesal penal, el Ministerio Público ha seguido operando con similar cantidad de recursos tanto de personal como de estructura institucional. No obstante, las necesidades en la provisión de sus servicios han cambiado sustancialmente. 

Las estimaciones al inicio del sistema señalaban que cada fiscal adjunto tendría bajo su responsabilidad, en promedio, no más de mil causas cada año. Si bien es cierto, desde los primeros meses de funcionamiento del nuevo sistema se evidenció que los ingresos de denuncias serían superiores a los proyectados, también se estimó que la institución estaba en condiciones de asumir este incremento. 

Sin embargo, posteriormente se han introducido una serie de reformas legales que han ido aumentando de manera considerable el número de causas que ingresan al sistema. Algunos ejemplos en este sentido son la promulgación de la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar y la ley N°20.477 que Modificó la Competencia de los Tribunales Militares.
Por otra parte, encuestas recientes demuestran que la evaluación que hace la ciudadanía sobre el funcionamiento de la justicia penal en general y, del desempeño del órgano persecutor en particular, es deficiente. El Ministerio Público, por lo tanto, necesita adecuar su funcionamiento para dar una respuesta efectiva a los requerimientos ciudadanos en materia de persecución penal. Lo anterior requiere no solo un aumento de dotación sino que un fortalecimiento integral que repercuta en los diversos procesos que forman parte de las funciones encomendadas por la Carta Fundamental a esta institución.

Nuestro programa de gobierno consideró expresamente esta situación y reconoció la delicada situación institucional que impide al Ministerio Público desarrollar al máximo sus capacidades en la persecución criminal, derivados de la sobrecarga de trabajo que le afecta y de los nuevos desafíos que debe enfrentar ante nuevas y más complejas formas de delincuencia.


La necesidad de fortalecer el Ministerio Público ya había sido materia de un proyecto de reforma legislativa. Sin embargo, resulta necesario perfeccionar su contenido en el sentido de abordar todos los aspectos que afectan el desempeño del órgano persecutor. Es por ello que este Gobierno ha decidido introducir una indicación sustitutiva al actual texto en tramitación, cuyo objeto es modernizar el órgano persecutor penal, adecuándolo a los requerimientos ciudadanos y a las necesidades vigentes de sus propios funcionarios.

Esta indicación, además de incorporar medidas que potencien la persecución e investigación penal, ha puesto especial énfasis en la implementación de medidas de desarrollo institucional que deriven en la incorporación de una carrera funcionaria y, en un mejoramiento, de la distribución y continuidad de la carga laboral.   

Para dar cumplimiento a lo anterior, se aumenta de manera considerable la dotación del Ministerio Público, creándose 577 nuevos cargos, de los cuales 122 corresponden a fiscales, 203 a profesionales, 82 a técnicos, y 170 a administrativos.


El texto de la indicación sustitutiva que a continuación se presenta ha sido el resultado de un trabajo conjunto del Ejecutivo, representado por las carteras de Hacienda y de Justicia, con el propio Ministerio Público. 

II. OBJETIVOS DE LA INDICACIÓN

La presente indicación tiene por objeto abocarse al desarrollo de tres ejes que son fundamentales para obtener el  fortalecimiento integral y modernización del Ministerio Público. 

Las áreas que se potenciarán serán: 1) el desarrollo institucional; 2) la investigación y tramitación de causas menos complejas y complejas; 3) la atención de víctimas y testigos. 

1. Fortalecer el desarrollo institucional.

Como se indicaba previamente, la incorporación de medidas que promuevan el desarrollo institucional es un aspecto fundamental para potenciar las funciones que le corresponden al Ministerio Público en la persecución criminal. Dichas medidas responden a políticas más eficientes en la gestión de recursos humanos, que permitirán atraer y garantizar la permanencia y desarrollo de fiscales y funcionarios que poseen una experiencia y conocimientos valiosos dentro del sistema de justicia penal.

Para poder atender los nuevos requerimientos del sistema penal, junto con el mayor número de casos y tipos de delitos que deben ser objeto de investigación, resulta necesario adaptar la estructura organizacional del Ministerio Público vigente. Estas modificaciones implican aumentar la dotación existente, modificar los estamentos, implementar una carrera funcionaria tanto para fiscales como para funcionarios, y asegurar la continuidad de la carga de trabajo a través de un sistema de subrogancia y suplencia.

El Ministerio Público fue creado como un órgano constitucional autónomo, con un estatuto jurídico laboral propio, pero que sin embargo no contempla normas legales de promoción y ascenso para quienes forman parte de la institución. 

En dicho marco normativo, fiscales y funcionarios deben cumplir con las funciones que la Constitución y las leyes le han encargado al órgano persecutor, con la mayor independencia y autonomía posible de cualquier tipo de influencia. Por ello, es sumamente importante para los intereses del Estado en la persecución penal, que se establezcan medidas en favor de todos los funcionarios del Ministerio Público para el logro de sus aspiraciones de desarrollo profesional y el mejoramiento de sus condiciones laborales. 

Si bien la ley distingue entre los cargos de fiscales y funcionarios, atendiendo a la distinta naturaleza de las tareas que cumplen, todos ellos forman parte de una sola institución y el trabajo mancomunado de todos ellos es fundamental para el cumplimiento de la misión del órgano persecutor. Por lo tanto, el régimen jurídico en materia de desarrollo institucional está dirigido a ambos grupos. 
2. Reforzar la investigación y tramitación de casos de criminalidad menos compleja y crear un Sistema de Análisis Criminal y de Focos Investigativos. 
Los casos de tramitación menos compleja constituyen el mayor flujo del sistema de atención y, por tanto, su gestión  incide directamente en la eficacia del modelo.

Actualmente, existen equipos dedicados a la recepción y análisis de este tipo de casos, pero resulta necesario su reforzamiento con el fin de obtener los siguientes resultados:

a. Optimizar la calidad de la evaluación inicial de los antecedentes, de manera de identificar mejor aquellos casos en los que es posible una salida de mayor calidad para las víctimas, especialmente tratándose de casos con imputado conocido.

b. Mejorar la gestión de las actuaciones administrativas y el tiempo de respuesta en muchos casos.

c. Precisar los criterios de asignación específica de casos en equipos de trabajo.

d. Perfeccionar la comunicación a las víctimas acerca de los motivos que ha tenido presente el Ministerio Público al ejercer las atribuciones discrecionales referidas a resolver el no iniciar o abandonar toda investigación o la persecución penal, según corresponda.

e. Mejorar la atención de víctimas y testigos.
Por su parte, se implementará un Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, con el objeto de robustecer la persecución penal mediante el desarrollo de estrategias que generen iniciativas para actuar sobre mercados delictuales específicos. 

Este sistema estará conformado por Unidades de Análisis Criminal (UAC) y Equipos Investigativos de Focos que constituyen  una nueva modalidad de trabajo que busca satisfacer objetivos de persecución penal mediante la identificación de casos que hasta ahora no habían sido atendidos adecuadamente debido a sus características y a las carencias del sistema para abordar un trabajo sistemático de análisis.

El Sistema se centrará en el estudio de delitos de mayor connotación social, que son definidos como aquellos ilícitos que tienen un mayor impacto en la seguridad de las personas, ya sea porque afecta su patrimonio, su integridad física o psicológica y/o presentan una alta ocurrencia. La idea es que el análisis se centre en mercados delictivos, de manera que se puedan diseñar planes de persecución estratégicos que superen la lógica del caso a caso. 

Este sistema se implementará de manera gradual en el plazo de 3 años y será evaluado por una entidad externa al Ministerio Público, una vez que hayan transcurrido 3 años del inicio de sus funciones.

3. Fortalecer la atención de víctimas y testigos.
La modernización del Ministerio Público también se relaciona con enfocar sus acciones de manera más directa a la satisfacción de las particulares necesidades de víctimas y testigos. Para ello, es necesario implementar medidas que promuevan y mejoren la participación de  víctimas y testigos en el proceso penal. En tal sentido es importante que los procesos de trabajo utilizados permitan detectar, desde el inicio de la investigación, cuáles son los requerimientos específicos de víctimas y testigos con el objeto de darles suficiente apoyo, protección e información.

La atención de los usuarios del sistema penal, principalmente de víctimas y testigos, se verá reforzada con las siguientes medidas:

a.
Se aumentará la dotación de fiscales, profesionales, técnicos y administrativos, en la atención de casos menos complejos que constituyen el más alto porcentaje de causas que ingresan al sistema y que tendrá como consecuencia, un contacto más oportuno y una comunicación más directa con las víctimas; y
b.
Mediante el establecimiento de un sistema de suplencia y subrogancia de fiscales adjuntos, también mejorará la atención de los usuarios, ya que tales sistemas colaborarán con la continuidad del servicio y reducirán la sobrecarga de trabajo de fiscales y funcionarios.
III. Contenido de la indicación 
Para dar cumplimiento a los objetivos previamente señalados, la presente indicación sustitutiva introduce las necesarias modificaciones al texto de la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, en las materias que se individualizan a continuación: 
4. Medidas de desarrollo institucional.
A los argumentos previos, que sirven para fundamentar el fortalecimiento del desarrollo institucional, se debe sumar que los 10 años de vigencia del actual proceso penal han dejado de manifiesto que la persecución penal requiere fiscales y profesionales cada vez más experimentados. Ello, por la evidente complejidad de los casos que deben conocer y por la constante evolución en experiencia y conocimientos del resto de los intervinientes del proceso penal.

El trabajo del día a día de fiscales y profesionales es un factor muy relevante para la obtención de las habilidades necesarias para tener un buen desempeño en  las particulares funciones que les corresponden. En el caso de los fiscales, por ejemplo, deben desarrollar habilidades en ámbitos tan específicos y diversos como el investigativo, la litigación, la dirección y relación con las policías y el contacto con las víctimas. 

Dichas experiencias y conocimientos tanto de fiscales como de funcionarios deben ser valorados y reconocidos, de manera de mejorar las condiciones laborales, fomentar la permanencia en la institución y el compromiso con sus fines.
a. Reconocimiento del rol del abogado asistente de fiscal.

Actualmente los abogados asistentes de fiscal en muchos casos cumplen funciones y asumen responsabilidades similares a las de un fiscal adjunto. Para reflejar esta realidad, se hace necesaria la modificación legal en dos sentidos:

i. Se agrega un inciso tercero en el artículo 2°, mediante el cual se asegura que las actuaciones procesales que el abogado asistente realice no sean cuestionadas y, de ese modo, se pueda superar de mejor manera la carga de trabajo de los fiscales.

ii. Se modifican además los grados asociados al profesional abogado asistente de fiscal, asignándoles grados entre el VIII y el XI. Se agrega un inciso segundo nuevo en el artículo 72, para agregar esa mención expresa. 

b. Subrogancia y suplencia de fiscales. 

Se establece para el Ministerio Público un nuevo régimen de subrogancia y suplencia de fiscales adjuntos, permitiendo la continuidad de sus funciones. 

Específicamente, se modifica el artículo 40 de la ley, para establecer un sistema de subrogancia, para que el  fiscal que se encuentre impedido de ejercer sus funciones sea subrogado, por el solo ministerio de la ley, por el abogado asistente de fiscal que designe el Fiscal Regional. En caso que la subrogancia se ejerciera por más de 14 días, el abogado asistente tendrá derecho a percibir la remuneración de quien subroga, por todo el tiempo que hubiera ejercido tales funciones. 

Ahora bien, si el impedimento para el ejercicio de las funciones del fiscal se extendiera por más de 30 días, el Fiscal Regional tiene la facultad para nombrar como suplente a un abogado asistente, quien tiene derecho a percibir la remuneración del fiscal que suple y, asimismo, el Fiscal Regional puede contratar a un abogado para que realice las labores de abogado asistente. 
Tratándose de cargos que se encuentren vacantes, la suplencia puede tener una duración máxima de 6 meses.
c. Carrera funcionaria para fiscales. 

i. Ajuste de grados.
Actualmente, los fiscales adjuntos ocupan cargos con grados que van desde el IX al VI. Este proyecto modifica el artículo 72, de manera que el nuevo grado de inicio para los fiscales adjuntos será el grado  VIII. Por otra parte, los fiscales adjuntos, en virtud de la carrera funcionaria que se establece en el artículo 75 bis nuevo, podrán llegar hasta el grado V.
ii. Ascenso.
Se ha introducido un nuevo  artículo 75 bis, mediante el cual se crea un sistema de ascenso cada dos años, de carácter técnico y reglado, mediante el cual podrán ascender hasta el 15% de la planta de fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI y siempre que cumplan con los requisitos legales. 

De acuerdo a este nuevo artículo, los procedimientos para el ascenso deberán considerar los siguientes criterios: 1) un número mínimo de años de antigüedad en el cargo que ocupe y que variará según el grado a la fecha de postulación; 2) la conducta disciplinaria; 3) las evaluaciones internas obtenidas; 4) la realización de cursos de perfeccionamiento u otros que indica la presente iniciativa legal. 

Es importante relevar que la promoción de los fiscales adjuntos que ocupen grados VIII a VI, sólo podrá realizarse conforme a este sistema de ascenso. Lo anterior, sin perjuicio de que puedan postular a cargos vacantes a través de concursos internos.
La primera aplicación de este sistema deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a la publicación de esta ley y el porcentaje de fiscales que podrán ascender en ese primer proceso será del 20%.
iii. Concursos internos para vacantes de Fiscales Adjuntos. 

Se faculta al Fiscal Nacional para autorizar la realización de concursos internos para proveer vacantes de fiscal adjunto. En dichos concursos podrán participar todos los fiscales y abogados asistentes que hayan ingresado a la institución por concurso público.  

Estos concursos se regirán por las reglas generales y bases que al efecto dicte el Fiscal Nacional.

Sin perjuicio de lo anterior, la nueva norma establece que al menos el 30% de los concursos que se realicen anualmente debe ser de carácter público.
d. Carrera funcionaria para funcionarios.

La presente indicación sustitutiva, a diferencia del proyecto iniciado por la pasada administración, ha incorporado las bases de una carrera funcionaria para todos los funcionarios del Ministerio Público. Lo anterior, se ve reflejado en las siguientes medidas: 
iv. Ascenso.


Se incorpora un artículo 75 ter nuevo, mediante el cual se establece un sistema de ascenso de carácter técnico y reglado, que se aplicará cada dos años. Este sistema permitirá a todos los profesionales, técnicos, administrativos y auxiliares, que no sean de exclusiva confianza, acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores del nivel de cargo correspondiente. En el respectivo proceso sólo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la respectiva planta de funcionarios y que cumplan los requisitos legales y que establezca el reglamento que dicte el Fiscal Nacional.

Conforme al nuevo artículo 75 ter, los  procedimientos para el ascenso deberán considerar, los siguientes criterios: 1) un número mínimo de años de antigüedad en el cargo que ocupe y que variará según el tipo de cargo y grado que ocupe a la fecha de postulación; 2) la conducta disciplinaria; 3) las evaluaciones internas obtenidas;  4) la realización de cursos de perfeccionamiento u otros. 

La primera aplicación de este sistema deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a la publicación de esta ley y el porcentaje de funcionarios que podrán ascender en este primer proceso será del 20%.
v. Concursos internos para vacantes de funcionarios.


Al igual que en el caso de los fiscales adjuntos, se faculta al Fiscal Nacional para realizar concursos internos para proveer un cargo vacante de cualquier estamento funcionario y grado. Este concurso se regirá por las reglas generales y bases que al efecto dicte el Fiscal Nacional. Con todo, al menos, el 30% de los concursos que se realicen deberán ser de carácter público.

Los nuevos incisos segundo y tercero del artículo 70, regulan los concursos internos antes referidos, estableciendo la publicidad y transparencia como requisitos de tales concursos, así como criterios mínimos a considerar para la regulación de los mismos. 

vi. Ajuste de grado del nivel de cargos auxiliares.

La presente indicación ajusta el grado máximo que puede alcanzar quien ocupa un cargo del nivel auxiliar, modificándose el grado máximo que antes correspondía al XVIII por el XVII. 
5. Aumento de la dotación del Ministerio Público.
La planta del Ministerio Público será aumentada en  577 cargos distribuidos de la siguiente forma entre los diferentes cargos: 122 fiscales adjuntos,  203 profesionales, 82 técnicos y 170 administrativos.

Este aumento de dotación se proyecta implementar dentro de un período de tres años, considerándose para el primer año un 40% de éste y se distribuirá entre las distintas iniciativas que se indican a continuación:
i. Tramitación de causas menos complejas (TCMC).

ii. Creación del Sistema de Análisis Criminal y Focos Delictivos.

iii. Reforzamiento del modelo de atención a víctimas y testigos.

iv. Traspaso de funcionarios a honorarios en materia de Justicia Militar.

6. Plan institucional Anual.
Finalmente, se establece la obligación para el Ministerio Público de publicar en su sitio electrónico institucional un Plan Institucional Anual mediante el cual se informe, entre otras materias, sobre su misión, sus principales líneas de acción, objetivos estratégicos, indicadores de desempeño y otros elementos que permitan medir el grado de cumplimiento de tales líneas de acción y objetivos, por región. 

La implementación del conjunto de las medidas anteriormente mencionadas requiere la modificación de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional de Ministerio Público. 
-
Para sustituir el texto íntegro del proyecto de ley de la referencia, por el siguiente:

“Artículo único.-
Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.640, que establece la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público:

1) Agrégase en el artículo 2° el siguiente inciso tercero:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, el Ministerio Público también podrá realizar sus actuaciones procesales ante los tribunales de garantía, a través de los abogados asistentes de fiscal. Para tal efecto, será necesaria la delegación expresa, por parte de cualquier fiscal del Ministerio Público, a dichos profesionales.”.
2)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 16 la palabra “diez” por la palabra “ocho”.
3)
Sustitúyese en el inciso primero del artículo 30 la palabra “diez” por la palabra “ocho”.

4)
Intercálase el siguiente Párrafo 4° Bis, nuevo, en el Título II:
“Párrafo 4° Bis
Del Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos

Artículo 37 bis.- Créase el Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos, en adelante “el Sistema”, para el fortalecimiento de la persecución penal, mediante la incorporación de estrategias de análisis y métodos que identifiquen y generen iniciativas sobre aquellas dinámicas delictivas que configuren mercados delictivos específicos.

Las unidades, que formen parte del Sistema, tendrán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Generar información mediante el análisis estratégico de los datos agregados proveniente de delitos contra la propiedad y de delitos de mayor connotación social, calificados por el Fiscal Nacional, ya sea que su investigación se encuentre vigente o terminada;

b) Efectuar reportes de la información analizada sobre criminalidad y mercados delictuales, identificación de patrones comunes en ciertos tipos de delitos y, cualquier otro que se requiera en relación con un tipo de criminalidad específica, y

c) Formular orientaciones y diseñar procedimientos estándares de gestión de la información. 



El área de focos investigativos del Sistema tendrá por objetivo aplicar el método investigativo propuesto por las unidades regionales del mismo, a los delitos o mercados criminales que han sido objeto de su estudio; dirigir las investigaciones penales respectivas, en coordinación con las policías y, eventualmente, con otras unidades regionales del Sistema; y, la litigación de tales causas ante los tribunales con competencia en lo penal.”. 


5)
Modifícase el artículo 40 en el siguiente sentido:



a)
Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:



“En todos los casos en que el fiscal adjunto se encontrare impedido de desempeñar el cargo por cualquier causa, será subrogado por el solo ministerio de la ley, con todas sus facultades y obligaciones, por el abogado asistente perteneciente a la misma fiscalía, designado por el Fiscal Regional.”. 


b)
Intercálanse los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso tercero a ser el sexto: 



“Si la subrogación a que se refiere el inciso anterior se ejerciera por  más de 14 días, el abogado asistente subrogante percibirá una remuneración equivalente a la del fiscal titular por  todo el tiempo que dicho profesional hubiere ejercido como subrogante.



En el caso de que persista la circunstancia o el impedimento, por  más de 30 días, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. Asimismo, podrá contratarse a un abogado quien realizará las labores del abogado asistente que está ejerciendo la suplencia.



Si un cargo de fiscal adjunto se encuentra vacante, el Fiscal Regional podrá designar a un abogado asistente de fiscal en calidad de suplente, percibiendo la misma remuneración que le corresponde al titular. En todo caso, la suplencia no podrá extenderse por más de 6 meses, al término de los cuales deberá nombrarse un titular.”.

6)
Agréganse en el artículo 41, los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“Sin perjuicio de lo anterior, cuando se trate de proveer una vacante al cargo de fiscal adjunto, el Fiscal Nacional podrá autorizar la realización de concursos internos en los cuales podrán participar los fiscales adjuntos y los abogados asistentes que hayan ingresado por concurso público a la Institución. Dichos concursos se regirán por las reglas generales y las bases que, al efecto, dicte el Fiscal Nacional. Las bases que se dicten para el concurso interno serán incorporadas cuando este sea llamado y podrán considerar los parámetros establecidos en el artículo 75 bis de la presente ley. 


Con todo, al menos el 30% de los concursos que se realicen anualmente, deberán ser públicos.”.


7)
Reemplázanse en el inciso segundo del artículo 55 la frase “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones” por “Superintendencia de Pensiones”, y “Superintendencia de Instituciones de Salud Previsional” por “Superintendencia de Salud”.

8)
Reemplázase el inciso segundo del artículo 70 por los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:


“Sin perjuicio de lo anterior, cuando se trate de proveer un cargo vacante, el Fiscal Nacional podrá autorizar la realización de concursos internos de funcionarios, que se regirán por las reglas generales y por las bases que, al efecto, el Fiscal Nacional dicte, las que deberán garantizar su publicidad y transparencia. 


Tales bases serán incorporadas en el llamado al concurso interno y contemplarán parámetros objetivos e iguales para todos los funcionarios del país, debiendo considerarse, entre otros, al menos los siguientes criterios: evaluaciones obtenidas; conocimientos específicos del cargo que se trata de proveer; antigüedad en la institución y antigüedad en el grado respectivo, todo conforme con el reglamento que, para estos efectos, dicte el Fiscal Nacional.


Con todo, al menos el 30% de los concursos que se realicen, deberán ser de carácter público.”.

9)
Modifícase el artículo 72, en el siguiente sentido:


a)
Reemplázase, para el cargo de Fiscal Adjunto grados IV a IX, el guarismo “IX” por “VIII" y el guarismo “647" por "769".


b)
Reemplázase, para los Profesionales grados VI a XI, el guarismo "975" por "1.178".


c)
Reemplázase, para los Técnicos grados IX a XIV, el guarismo "529" por "611".


d)
Reemplázase, para los Administrativos grados XI a XVII, el guarismo "1.136" por "1.306”.


e)
Reemplázase, para los Auxiliares grados XVIII a XIX, el guarismo “XVIII” por “XVII".


f)
Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:



“A los profesionales que desempeñen funciones de abogado asistente de fiscal se les asignarán los grados entre el  VIII y el XI.”.

10)
Reemplázase en el inciso segundo del artículo 75, las expresiones “grado IX” por “grado VIII”.

11)
Agréganse, los siguientes artículos 75 bis y 75 ter nuevos: 


“Artículo 75 bis.- Los fiscales adjuntos que ocupen los grados VIII a VI, inclusive, tendrán un sistema de ascenso, de carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores. Sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo del artículo 75, mediante este sistema de ascenso los fiscales podrán acceder hasta el grado V inclusive de acuerdo al presente artículo.


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso, los fiscales que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:

	Fiscal Adjunto
	GRADO
	ANTIGÜEDAD EN EL GRADO

	
	VI
	7

	
	VII
	7

	
	VIII
	6




2) No haber sido sancionado durante los últimos tres años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías o bien aprobar un examen de conocimientos, en las condiciones que para ello se determinen por el Fiscal Nacional. 


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la planta de fiscales adjuntos. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los fiscales adjuntos que tengan mayor antigüedad en la Institución.


La promoción de los fiscales adjuntos antes señalados se realizará solamente conforme a este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a los concursos internos para proveer cargos vacantes de acuerdo al inciso tercero del artículo 41.


Artículo 75 ter.- Los profesionales, los técnicos, los administrativos y los auxiliares, con contrato indefinido del Ministerio Público y que no sean de exclusiva confianza, tendrán un sistema de ascenso, de  carácter técnico y reglado, por el cual podrán acceder sucesivamente a grados jerárquicos inmediatamente superiores en su respectiva planta de personal. 


Los procesos de promoción interna de que trata el presente artículo, se realizarán cada dos años, mediante un sistema que garantice su publicidad y transparencia y, en ellos obtendrán el respectivo ascenso los funcionarios señalados en el inciso anterior que cumplan los siguientes requisitos:


1) Permanecer en el cargo que ocuparen a la fecha de postulación, como mínimo, el número de años que se establece a continuación:
	PROFESIONAL
	GRADO
	ANTIGÜEDAD EN EL GRADO

	
	VII
	7

	
	VIII
	7

	
	IX
	6

	
	X
	5

	
	XI
	4


	TECNICO
	GRADO
	ANTIGÜEDAD EN EL GRADO

	
	X
	7

	
	XI
	7

	
	XII
	6

	
	XIII
	5

	
	XIV
	4


	ADMINISTRATIVO
	GRADO
	ANTIGÜEDAD EN EL GRADO

	
	XII
	7

	
	XIII
	7

	
	XIV
	7

	
	XV
	6

	
	XVI
	5

	
	XVII
	4


	AUXILIAR
	GRADO
	ANTIGÜEDAD EN EL GRADO

	
	XVIII
	7

	
	XIX
	6




2) No haber sido sancionado durante los últimos tres años con alguna medida disciplinaria o administrativa.


3) Haber sido calificado, durante los tres últimos años, con una nota promedio en la evaluación de desempeño individual, igual o superior a 95 % de la respectiva escala de evaluación. 


4) Haber aprobado, durante su tiempo de permanencia en el respectivo grado, cursos de perfeccionamiento, diplomados o maestrías o bien aprobar un examen de conocimientos, en las condiciones que para ello se determinen por el Fiscal Nacional. 


En todo caso, en el respectivo proceso de promoción solo podrán ascender hasta un número de postulantes que no supere el 15% de la respectiva planta de personal. Si se excediere esa cifra, se preferirá a quienes hubieren obtenido mejor nota en la evaluación de desempeño individual, durante los últimos tres años. De continuar la igualdad, se priorizará a los funcionarios que tengan mayor antigüedad en la Institución.


La promoción de los funcionarios antes señalados se realizará solamente conforme a este artículo, sin perjuicio de que puedan postular a los concursos internos para proveer cargos vacantes de acuerdo al inciso segundo del artículo 70.”.

12)
Agrégase el siguiente Título IX nuevo:

“Título IX
Plan Institucional Anual



Artículo 91.- El Ministerio Público, en el mes de abril de cada año, deberá publicar  en su página web institucional un Plan Institucional Anual que contenga, entre otros: la misión, las principales líneas de acción, los  objetivos estratégicos, los bienes o servicios y los indicadores de desempeño, o elementos de similar naturaleza, que posibiliten la medición del grado de cumplimiento en sus distintas líneas de acción y por región. 


El Fiscal Nacional dará cuenta pública de los resultados del Plan Institucional Anual de conformidad al artículo 21. Además, la referida cuenta se publicará en la página web institucional.”.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS



Artículo primero.- El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos se implementará gradualmente en el plazo de 3 años. Mediante un decreto supremo del Ministerio de Hacienda y suscrito, además, por el Ministro de Justicia, se definirán las regiones en las cuales se implementará cada año, previa consulta al Fiscal Nacional.


El Sistema de Análisis Criminal y Focos Investigativos deberá ser evaluado a los tres años contados desde el inicio de sus funciones. Dicha evaluación, deberá contener, entre otros, los resultados de las acciones desarrolladas, mediciones de eficiencia, eficacia y calidad. Para ello, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, cuyo informe deberá publicarse en la página web institucional, al mes siguiente de la entrega de la evaluación realizada por dicha entidad, informado en la cuenta pública del año que corresponda.


Artículo segundo.- La primera aplicación de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, nuevos, incorporados por la presente ley, deberá realizarse dentro de los 6 meses siguientes a su publicación. El porcentaje establecido en los incisos terceros de dichos artículos será de 20% para el primer proceso.


Durante el octavo año de vigencia de los artículos 75 bis y 75 ter de la ley N° 19.640, nuevos, incorporados por la presente ley, el Ministerio Público contratará, previa licitación pública, a una entidad evaluadora externa, para la realización de un estudio y evaluación de los efectos de la aplicación de los referidos artículos. Dicho informe será de público conocimiento debiendo ser difundido en forma electrónica o digital por la referida Institución y enviado al Congreso Nacional. Los artículo 75 bis y 75 ter tendrán vigencia hasta el 31 de diciembre del décimo año contado desde la publicación de esta ley. Dicha vigencia se prorrogará, por una sola vez, por el periodo de 10 años siguientes al término del anterior, en aquellas plantas que tengan menos de un 20% de los fiscales o funcionarios en su grado tope según corresponda, al 31 de diciembre antes señalado.


Artículo tercero.- Dentro de los 90 días siguientes a la publicación de esta ley, hasta 28 profesionales contratados a honorarios por el Ministerio Público, para desempeñar las funciones asociadas al traspaso de procesos desde la Justicia Militar de acuerdo con la ley N°20.477, podrán ser contratados e incorporados a la planta de profesionales del Ministerio Público, sin previo concurso público.


Artículo cuarto.- A partir de la fecha de publicación de la presente ley, se les asignará el grado VIII del escalafón superior del Poder Judicial, a los fiscales adjuntos que se encontraren en el grado IX del referido escalafón.


Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año presupuestario de entrada en vigencia de la misma, se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio Público. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.”. 
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